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Introducción  
 

Un Llamado a la Acción y la Visión de una Política Migratoria de Estado 

 

Nos encontramos en un punto de inflexión, una encrucijada que exige de nuestra nación no 

solo valentía y lucidez, sino también una profunda introspección. La crisis multidimensional 

que aflige a nuestra hermana nación, Haití, ha trascendido sus fronteras para convertirse en 

un desafío existencial para la República Dominicana. No es una situación que podamos 

observar desde la barrera; es una realidad que nos interpela, que nos obliga a mirarnos en el 

espejo y a cuestionar la visión de país que estamos construyendo. 

 

He dedicado mi vida a la defensa de la justicia social y los derechos humanos, y desde esa 

trinchera, sé que una respuesta efectiva a esta crisis no puede ser unilateral ni simplista. 

Abordar la crisis exige una visión que reconozca la interconexión de las problemáticas 

sociales, económicas, diplomáticas y de seguridad, siempre con el ser humano en el centro. 

 

La propuesta que aquí presentamos es el fruto de esa labor colectiva. No se trata de un 

manifiesto ideológico, sino de una hoja de ruta técnica y estratégica que busca poner la razón 

al servicio de la gente. En este documento, hemos articulado una serie de ejes estratégicos 

que, en su conjunto, proponen la construcción participativa de una política migratoria de 

Estado con una visión de largo plazo. 

 

La República Dominicana enfrenta una coyuntura crítica y estructural en materia migratoria, 

determinada por factores regionales e internacionales como el desplazamiento forzado, los 

cambios demográficos, las dinámicas laborales, el cambio climático y la persistente crisis 

humanitaria en Haití. Esta complejidad exige superar enfoques fragmentados o reactivos y 

avanzar hacia una política pública migratoria moderna, humanista y estratégica, que garantice 

la gobernabilidad democrática, el desarrollo sostenible y la dignidad humana. 

 

El proceso de diálogo nacional liderado por el Consejo Económico y Social (CES) representa 

una oportunidad histórica para construir una política de Estado en este ámbito, articulada 

interinstitucionalmente y legitimada por la participación de actores sociales, económicos, 

territoriales e internacionales. 

 

Para partir de ello, logrando diseñar, aprobar e implementar una política migratoria de Estado 

con un enfoque integral, sostenible y de derechos, construida mediante un proceso 

participativo y articulado, que combine una gestión eficaz de los flujos migratorios con 

garantías de inclusión, desarrollo y seguridad para todas las personas. 

 

Esta propuesta se fundamenta en varios pilares interconectados, que van desde el respeto a 

los derechos humanos y la no discriminación hasta la gestión ordenada y segura de los flujos 

migratorios. La futura política debe garantizar el acceso universal de todas las personas 

migrantes a servicios esenciales como salud, educación, identidad legal y justicia. Al mismo 

tiempo, debe basarse en la evidencia, fortaleciendo los sistemas de información y 

promoviendo estudios prospectivos para una toma de decisiones informada. 

 



Entendemos que la migración no es solo un fenómeno local; es un desafío global que requiere 

corresponsabilidad y cooperación internacional. La República Dominicana debe fortalecer 

su rol regional, promoviendo acuerdos con países de origen, tránsito y destino. Esto, de la 

mano con un robusto fortalecimiento institucional, permitirá la creación de una entidad 

nacional rectora con liderazgo político y capacidades operativas. 

 

El documento también enfatiza la necesidad de una gestión ordenada, segura y regular de los 

flujos migratorios, estableciendo mecanismos viables de regularización para aquellas 

personas que contribuyen de manera estructural a nuestra economía. La política migratoria 

debe integrarse a los planes de desarrollo económico, social y territorial, reconociendo de 

manera explícita el aporte de las comunidades migrantes. 

 

Finalmente, una política migratoria legítima y eficaz requiere la participación activa de todos 

los sectores sociales, incluyendo a las propias comunidades migrantes, en el diseño, 

monitoreo y evaluación de las políticas que les afectan. Este enfoque participativo es la única 

forma de garantizar que la política sea realmente representativa y efectiva, contribuyendo a 

la estabilidad nacional, la inclusión social y la gobernabilidad democrática. 

 

 

  



Justificación y contexto 

La República Dominicana enfrenta una coyuntura crítica y estructural en materia migratoria, 

determinada por factores regionales e internacionales como el desplazamiento forzado, los 

cambios demográficos, las dinámicas laborales, el cambio climático y la persistente crisis 

humanitaria en Haití. Esta complejidad exige superar enfoques fragmentados o reactivos y 

avanzar hacia una política pública migratoria moderna, humanista y estratégica, que garantice 

la gobernabilidad democrática, el desarrollo sostenible y la dignidad humana. 

La migración, lejos de ser un fenómeno reciente, ha sido una constante histórica en la isla. 

Sin embargo, su complejidad actual ha escalado, creando una narrativa pública que a menudo 

se centra en el miedo y el conflicto, en lugar de reconocer la interdependencia y el aporte 

vital de las personas migrantes. La mano de obra de origen extranjero, por ejemplo, es un 

pilar fundamental en sectores clave de nuestra economía como la agricultura y la 

construcción, un aporte que a menudo es invisibilizado o ignorado en el debate público. Esta 

desconexión entre la realidad económica y el discurso social genera un caldo de cultivo para 

la discriminación, la criminalización y la vulneración de derechos. 

El proceso de diálogo nacional liderado por el Consejo Económico y Social (CES) representa 

una oportunidad histórica para construir una política de Estado en este ámbito, articulada 

interinstitucionalmente y legitimada por la participación de actores sociales, económicos, 

territoriales e internacionales. Es el momento de sentar las bases para una política que no solo 

responda a las emergencias, sino que se anticipe a ellas, construyendo un marco de gestión 

migratoria que sea justo, transparente y sostenible a largo plazo. 

Esta propuesta es un llamado a la acción para que nuestra nación asuma un rol de liderazgo 

regional, no solo protegiendo su soberanía con medidas de seguridad, sino también liderando 

con el ejemplo. El camino es largo y complejo, pero el destino vale la pena: una sociedad 

donde la dignidad humana no tenga pasaporte ni nacionalidad. 



Propuestas presentadas ante las mesas simultaneas   
 

Para la Mesa sobre Asuntos Laborales  

La Constitución dominicana, en sus artículos 5, 7 y 8, establece que el Estado se fundamenta 

en el respeto y la protección de la dignidad humana como derecho fundamental. Este 

principio debe orientar el análisis de los derechos de las personas trabajadoras inmigrantes, 

especialmente cuando existen tensiones entre distintos derechos fundamentales. 

En junio de 2025, como parte del Diálogo del Consejo Económico y Social sobre la crisis 

haitiana y sus implicaciones, el presidente Luis Abinader y tres expresidentes presentaron un 

informe sobre la mano de obra extranjera en la construcción, la agropecuaria y otros sectores. 

Sin embargo, dicho informe tiene limitaciones, ya que no facilita un debate profundo sobre 

la problemática. Para el Colectivo, el centro de la discusión no debe ser la presencia de 

personas extranjeras como “carga”, sino la búsqueda de mecanismos que garanticen 

condiciones laborales dignas para todas las personas trabajadoras en el territorio dominicano. 

Los datos oficiales muestran que el crecimiento en sectores como la agropecuaria y la 

construcción ha coincidido con el aumento de la mano de obra inmigrante, principalmente 

de origen haitiano. Sin embargo, ese crecimiento no es casual: se ha sostenido gracias a la 

sobreexplotación de personas inmigrantes, lo que confirma que su aporte es esencial para la 

economía nacional. 

Un vacío importante en el análisis oficial es la invisibilización del trabajo que realizan 

mayoritariamente las mujeres inmigrantes en el sector doméstico y de cuidados. Ellas 

sostienen actividades fundamentales para la vida social y económica, pero al mismo tiempo 

son víctimas de persecución de la Dirección General de Migración, de discursos de odio que 

las reducen a “parturientas” o “invasoras”, y de la negación de derechos básicos como el 

acceso a la salud. Reconocerlas como trabajadoras con plenos derechos es una deuda 

inaplazable. 

Asimismo, el Estado tiene una deuda histórica con quienes trabajaron en la caña de azúcar. 

Miles de cañeros y cañeras contribuyeron al desarrollo nacional sin recibir pensiones, 

mientras sus descendientes enfrentan despojo de nacionalidad y limitaciones para acceder a 

educación, empleo y ciudadanía plena. Reparar esta situación implica reconocer derechos 

laborales dignos para quienes aún trabajan en el sector, eliminar prácticas de trabajo forzoso 

y devolver la nacionalidad a las personas descendientes de trabajadores y trabajadoras 

cañeras que nacieron en el país. 

La crisis haitiana, de carácter económico, social y político, agravada por bandas armadas 

vinculadas a grupos de poder, no debe ser utilizada como justificación para militarizaciones 

ni para imponer soluciones desde el exterior. Su superación requiere la participación activa 

de los sectores organizados de Haití en la construcción de soluciones propias. 

En República Dominicana, la migración haitiana también se ha convertido en un negocio que 

involucra a sectores militares, civiles y personal de Migración, donde se han denunciado 



abusos, corrupción y hasta agresiones sexuales. Estos hechos demuestran la necesidad 

urgente de ordenar la migración en un marco de respeto a los derechos humanos. 

Para las personas empleadoras, un plan de regularización laboral representa una oportunidad, 

ya que facilitaría la contratación directa sin intermediarios. Esto requeriría coordinación entre 

los gobiernos de ambos países, el Ministerio de Interior y Policía, Migración y el Ministerio 

de Trabajo. Este último debería establecer oficinas fronterizas y campañas de reclutamiento 

en las áreas necesarias. A su vez, quienes empleen tendrían la obligación de garantizar 

alojamiento digno, alimentación, seguro de salud y contribuir al retorno de la persona 

trabajadora al concluir el contrato. Por su parte, las personas migrantes estarían amparadas 

por la legislación laboral nacional en cuanto a salarios justos, horarios, prestaciones y derecho 

a la sindicalización. 

Sin embargo, la regularización no debe limitarse a satisfacer la demanda empresarial de mano 

de obra barata y sin derechos. Reconocer los aportes de la población inmigrante implica 

diseñar un plan inclusivo que contemple permisos de residencia para quienes tienen vínculos 

familiares e históricos con el país, evitando que los permisos temporales se conviertan en 

mecanismos de sobreexplotación. 

El principio del 80-20 en la contratación (80 % de personal dominicano y 20 % extranjero) 

requiere supervisión real. Si no puede cumplirse por falta de interés de la mano de obra local 

en sectores como la agricultura o la construcción, debería emitirse una resolución especial. 

Al mismo tiempo, es necesario incentivar a las y los dominicanos a trabajar en estos sectores 

mediante mejoras en las condiciones laborales, seguridad, higiene, salarios y programas de 

capacitación a través del INFOTEP. Estos derechos deben extenderse en igualdad de 

condiciones a la población inmigrante. 

Para reforzar la coherencia del país en esta materia, es indispensable ratificar los convenios 

97 y 143 de la OIT sobre trabajadores y trabajadoras migrantes y sus familias, así como la 

Convención de Naciones Unidas en la misma temática. Además, el Estado debe avanzar en 

la restitución de la nacionalidad a dominicanas y dominicanos descendientes de haitianas y 

haitianos, afectados por la sentencia 168-13, que constituye una grave injusticia. 

Un aspecto clave es que garantizar derechos a la población inmigrante no afecta 

negativamente las oportunidades de la población dominicana. Al contrario, mejorar las 

condiciones laborales de un sector fortalece a toda la clase trabajadora. Por eso, resulta 

indispensable asegurar igualdad de derechos, incluyendo la sindicalización, para todas las 

personas trabajadoras, sin distinción de nacionalidad. 

Por todo ello, afirmamos que la discusión sobre migración laboral haitiana no debe centrarse 

en discursos de seguridad o en la idea de que son una “carga”, sino en el reconocimiento de 

la dignidad y los derechos de quienes sostienen sectores esenciales de la economía 

dominicana. Resolver el tema migratorio requiere un plan integral, inclusivo y respetuoso, 

que reconozca la contribución histórica de las personas inmigrantes, que repare injusticias 

del pasado y que garantice un futuro de igualdad de condiciones laborales para todas las 

personas, sin importar su origen. 



Para la Mesa sobre Desarrollo Fronterizo 

 

Seguridad Nacional y Crisis Haitiana: un enfoque integral para la defensa y la estabilidad 

regional 

 

La República Dominicana atraviesa un momento decisivo en materia de seguridad nacional. 

La crisis en Haití, marcada por el colapso institucional, la violencia de las bandas armadas y 

la falta de control territorial, representa una amenaza que desborda lo migratorio y que se 

proyecta en ámbitos como el comercio, la energía, la salud pública y la estabilidad política 

de toda la isla. Frente a esta situación, la pregunta no es si el Estado dominicano debe 

reaccionar, sino cómo hacerlo de manera estratégica, sostenible y respetuosa de su soberanía. 

 

El desafío consiste en diseñar e implementar un plan integral de seguridad nacional que 

articule tecnología, coordinación interinstitucional, control jurídico, diplomacia preventiva y 

una protección reforzada de las infraestructuras críticas. Este plan no puede improvisarse ni 

responder solo a coyunturas puntuales; debe convertirse en una política de Estado, respaldada 

por consensos políticos y sociales amplios, capaz de resistir tanto el paso del tiempo como 

las presiones internacionales. 

 

I. La frontera como primera línea de defensa 

 

El control de la frontera dominico-haitiana es mucho más que una cuestión de vigilancia 

territorial: constituye la primera línea de defensa de la soberanía nacional. Sin embargo, los 

mecanismos tradicionales han demostrado ser insuficientes frente a las nuevas dinámicas del 

crimen organizado transnacional. 

 

Por ello, se plantea la necesidad de un salto cualitativo en el control fronterizo, basado en el 

uso de tecnologías de vanguardia. Cámaras de visión nocturna, sensores de calor y 

movimiento, radares de corto y mediano alcance, drones y sistemas de inteligencia artificial 

permitirían monitorear en tiempo real los 390 kilómetros de frontera, anticipando patrones 

de tráfico ilícito y desplazamientos masivos de personas. 

 

La construcción de la verja fronteriza no debe entenderse como una simple obra física, sino 

como parte de un proyecto integral de seguridad que combine infraestructura, logística militar 

y un Comando Central Computarizado con acceso a bases de datos biométricas 

interoperables. Este sistema no solo fortalecería el control en tierra, sino también en los 

espacios marítimos y aéreos, donde históricamente se han detectado pistas clandestinas y 

rutas de contrabando. 

 

La experiencia internacional ofrece ejemplos claros. Israel, con su muro y sofisticado sistema 

de vigilancia en Cisjordania, o España, con las vallas reforzadas en Ceuta y Melilla, han 

demostrado que la infraestructura física resulta eficaz solo cuando está acompañada de 

inteligencia y tecnología avanzada. La República Dominicana, consciente de sus limitaciones 

presupuestarias, debe adaptar estas lecciones a su realidad, priorizando los tramos más 

vulnerables y estableciendo un plan escalonado de despliegue. 

 

II. Coordinación interagencial y blindaje jurídico 



 

Ninguna institución por sí sola puede gestionar un desafío tan complejo. La seguridad 

fronteriza requiere de un sistema de coordinación interagencial, en el que las Fuerzas 

Armadas, la Policía Nacional, la Dirección Nacional de Control de Drogas, la Dirección de 

Migración, la Dirección General de Aduanas y el DNI trabajen bajo protocolos comunes y 

con información compartida. 

 

La interoperabilidad de las bases de datos es esencial. No basta con registrar huellas o 

fotografías: es necesario contar con plataformas que crucen información en tiempo real para 

identificar patrones de reincidencia, redes de tráfico o infiltraciones. En este sentido, se 

recomienda fortalecer el papel del Ministerio de Defensa como ente rector, con facultades 

legales y presupuestarias que le permitan coordinar a todas las demás agencias. 

 

Los simulacros conjuntos de crisis migratorias y de seguridad deben convertirse en práctica 

regular, no solo para medir la capacidad de respuesta del Estado, sino también para crear una 

cultura de cooperación institucional. De igual forma, es fundamental revisar y actualizar el 

marco jurídico, particularmente la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas, a fin de adaptarla 

a los nuevos escenarios de amenazas híbridas, donde lo militar se combina con lo 

humanitario, lo migratorio y lo diplomático. 

 

III. Gestión del flujo migratorio irregular 

 

El flujo de ciudadanos haitianos hacia la República Dominicana no es un fenómeno nuevo, 

pero la magnitud actual y la fragilidad de Haití lo convierten en un reto sin precedentes. El 

Estado dominicano se ve obligado a gestionar este movimiento de personas bajo una doble 

presión: por un lado, la necesidad de salvaguardar su soberanía y garantizar la seguridad 

interna; por el otro, la obligación internacional de respetar los derechos humanos y las normas 

de protección de personas en situación de vulnerabilidad. 

 

Para responder a este desafío, se propone un sistema de gestión ordenada y tecnológicamente 

avanzada, con registros biométricos obligatorios, segmentación por sectores laborales y 

análisis predictivo de flujos migratorios. Esto permitiría diferenciar entre quienes buscan 

empleo temporal, quienes cruzan por motivos humanitarios y quienes forman parte de redes 

ilícitas. 

 

El respeto al debido proceso es clave para evitar que la política migratoria sea objeto de 

cuestionamientos internacionales. En este sentido, la interoperabilidad entre CESFRONT, 

Migración y el DNI cobra relevancia, al permitir el seguimiento de cada persona desde el 

momento de su detención o registro hasta su repatriación o regularización. 

 

IV. Soberanía frente a presiones internacionales 

 

La comunidad internacional observa con atención la situación haitiana, y con frecuencia 

plantea que la República Dominicana debe asumir un papel más activo en la asistencia 

humanitaria. Sin embargo, es necesario dejar claro que el país no puede —ni debe— 

convertirse en la salida estructural a la crisis haitiana. 

 



De ahí la importancia de articular una estrategia diplomática de defensa anticipada. Esto 

significa posicionar un discurso firme en los foros internacionales, destacando el compromiso 

dominicano con los derechos humanos y la ayuda humanitaria, pero delimitando con claridad 

que el territorio nacional no puede transformarse en campo de refugio masivo. 

 

La creación de un Protocolo Nacional de Cooperación Humanitaria Segura permitiría regular 

la participación de organizaciones internacionales en operaciones de ayuda, siempre bajo la 

condición de que estas se ejecuten fuera del territorio dominicano. De esta manera, se evita 

la instrumentalización de la frontera como plataforma logística, sin cerrar la puerta a la 

solidaridad regional. 

 

V. Protección de infraestructuras críticas 

 

La seguridad nacional no se limita al control de personas. El país debe anticipar riesgos de 

sabotaje, ataques cibernéticos o interrupciones en los servicios esenciales. Las 

infraestructuras críticas —energía, agua, telecomunicaciones, transporte, hospitales y bases 

militares— deben contar con planes de contingencia robustos. 

 

Esto implica mantener un mapeo actualizado de vulnerabilidades, establecer protocolos de 

protección física y digital, y crear un marco jurídico que tipifique el sabotaje como delito 

contra la seguridad nacional. Los simulacros periódicos, combinados con respaldo energético 

autónomo y rutas alternas de acceso, garantizarían la continuidad de los servicios incluso en 

escenarios de crisis prolongada. 

 

VI. Seguridad energética: un “muro invisible” 

 

Uno de los mayores riesgos derivados del colapso haitiano es el contrabando de 

combustibles. La escasez en Haití ha convertido la frontera en un punto caliente para el tráfico 

de gasolina y diésel, lo que no solo impacta en la seguridad energética dominicana, sino que 

alimenta economías ilícitas transnacionales. 

 

Frente a ello, se propone la creación de un “Muro Energético”, basado en cordones de control 

físico y digital, que impida la salida irregular de combustibles y garantice reservas 

estratégicas destinadas exclusivamente al consumo nacional. 

 

El Plan Nacional de Contención Energética Fronteriza debe contemplar corredores seguros 

para el transporte de combustibles, así como la diversificación de la matriz energética hacia 

fuentes renovables. Experiencias como la de Costa Rica en el uso de energías limpias pueden 

servir como referente, adaptadas a las condiciones geográficas y económicas del país. 

 

VII. Comercio y mercados binacionales 

 

La economía fronteriza no puede sacrificarse en nombre de la seguridad. Los mercados 

binacionales son fuente de sustento para miles de familias dominicanas, y su parálisis podría 

tener efectos devastadores en las provincias limítrofes. 

 



Por ello, se propone una estrategia de comercio seguro y regulado, con corredores logísticos, 

ventanillas únicas móviles y zonas especiales de control. La presencia militar debe reforzar 

la seguridad sin obstaculizar el flujo comercial legítimo. Al mismo tiempo, se recomienda 

diversificar los destinos de exportación para reducir la dependencia exclusiva de Haití y 

ofrecer apoyo financiero y legal a los productores afectados en situaciones de cierre 

fronterizo. 

 

VIII. Preparación para escenarios de crisis 

 

El Estado dominicano no puede limitarse a reaccionar; debe anticipar escenarios. Un éxodo 

masivo de cientos de miles de personas, un ataque a instalaciones estratégicas o un bloqueo 

económico son situaciones plausibles que requieren planes de contingencia específicos. 

 

Se plantea la creación de un Observatorio Binacional de Riesgos y Crisis, con capacidad de 

generar modelos predictivos y coordinar información en tiempo real. Asimismo, la formación 

de una Agencia Nacional de Inteligencia Regional especializada en Haití y el Caribe 

permitiría al país anticipar movimientos de bandas armadas y posibles colapsos 

institucionales. 

 

IX. Análisis de riesgos como política de Estado 

 

Finalmente, el análisis de riesgos no debe verse como un ejercicio académico, sino como una 

herramienta de gobierno. Con el apoyo del CAESyD, se propone institucionalizar la 

prospectiva estratégica mediante la elaboración de matrices de riesgo, mapas de 

vulnerabilidad y simulaciones periódicas. 

 

De esta manera, las decisiones de seguridad se basarían en evidencia y no en improvisación, 

permitiendo al país adaptarse a los cambios del entorno regional. 

 

Acuerdos complementarios 

 

a. Se acuerda que todos los aportes escritos serán compartidos con el presidente, los 

expresidentes y el MIDE para que le sirva de referencia para la formulación de planes en el 

futuro. 

 

b. Se acuerda que las siguientes propuestas sean remitidas a las mesas temáticas 

correspondientes: 

 

Mantener una comunicación permanente y fluida con organismos como la OIM, la ACNUR, 

OEA, a fin de combatir las desinformaciones y difamaciones mal intencionadas, de manera 

de estar un paso adelante en los asuntos diplomáticos. 

 

Modificar la ley 137-03, sobre trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, de forma que 

la sanción de los condenados por “trata de personas”, pase de 15 a 20 años a de 20 a 25 años 

de prisión; mientras que la sanción de los condenados por “tráfico ilícito de migrantes”, pase 

de 10 a 15 años a de 15 a 20 años de prisión. Mantener una comunicación estratégica por 

todos los medios de comunicación en español y creole, donde se utilice propaganda disuasiva, 



a fin de desanimar a los extranjeros y a los traficantes de migrantes que quieran entrar al país 

de manera irregular. 

 

Verificar y ajustar en tiempo real los planes de la Dirección de Migración, sobre Manejo de 

Inmigrantes ilegales, ajustándolos en la medida en que los escenarios cambien. 

 

Conclusión 

 

La crisis haitiana no es un problema pasajero, sino un desafío estructural que obligará a la 

República Dominicana a redefinir su política de seguridad durante las próximas décadas. La 

construcción de una estrategia integral, basada en tecnología, coordinación interagencial, 

protección de infraestructuras críticas y diplomacia firme, representa la única vía para 

garantizar la estabilidad y la defensa de la soberanía. 

 

La nación dominicana se encuentra ante la oportunidad histórica de transformar su 

vulnerabilidad en fortaleza, no solo enfrentando la coyuntura haitiana, sino estableciendo un 

modelo de seguridad nacional moderno, resiliente y proactivo, que asegure la paz y la 

estabilidad de toda la región caribeña. 

 

 

Para la Mesa sobre Migración y Derechos Humanos 

 

El debate sobre migración en la República Dominicana, particularmente frente a la crisis 

haitiana, exige superar los enfoques parciales y punitivos que predominan en la actualidad. 

Las políticas migratorias no pueden limitarse a reforzar el control fronterizo ni a entender la 

movilidad humana como un simple problema de seguridad nacional. Más bien, deben 

concebirse desde una perspectiva integral, que articule desarrollo económico, protección de 

derechos humanos y cooperación internacional. El documento de la Mesa Migración y 

Derechos Humanos propone una serie de medidas que, analizadas de manera argumentativa, 

revelan la necesidad de una transformación profunda del modelo migratorio dominicano 

hacia uno más eficiente, justo y sostenible en el largo plazo. 

 

1. Tecnología e infraestructura para la frontera 

 

El control fronterizo es, sin dudas, un componente esencial de la política migratoria. Sin 

embargo, la frontera dominico-haitiana presenta una paradoja: pese a su relevancia 

estratégica, es una de las zonas más empobrecidas del país, con carencias crónicas en 

servicios básicos como electricidad, agua, salud y educación. No puede hablarse de seguridad 

fronteriza sin garantizar primero condiciones de vida dignas a las comunidades locales. 

Fortalecer las dependencias estatales, Dirección General de Aduana (DGA), Dirección 

General de Migración (DGM),  CONANI, entre otras, es necesario, pero insuficiente si no se 

acompaña de inversión en infraestructura y servicios públicos. Una frontera con instituciones 

débiles y comunidades marginadas no podrá frenar el tráfico ilícito ni manejar de manera 

ordenada los flujos migratorios. 

 

2. Combate al tráfico y la trata de personas 



 

El fenómeno migratorio dominicano está atravesado por la existencia de redes de tráfico y 

trata de personas. Estas redes no operan de manera aislada: se nutren de complicidades dentro 

de las instituciones militares y policiales. Por ello, no basta con endurecer las penas; se 

requiere una investigación profunda de estas estructuras y una política de tolerancia cero 

contra la corrupción. Castigar a los victimarios e identificar las cadenas de complicidad 

estatal es condición indispensable para garantizar justicia. Pero al mismo tiempo, debe 

priorizarse la protección de las víctimas. Una política migratoria centrada solo en la 

persecución y no en la protección corre el riesgo de revictimizar a quienes ya sufren 

explotación. 

 

3. Cooperación regional e internacional 

 

La gestión migratoria no puede recaer únicamente en la República Dominicana. Dada la 

magnitud de la crisis haitiana, es imprescindible fortalecer la cooperación bilateral con Haití 

a través de mecanismos como la Comisión Mixta Bilateral Dominico-Haitiana, pero también 

involucrar organismos internacionales (OIM, ACNUR, UNICEF, UNFPA) y organizaciones 

de la sociedad civil. Sin esa red de cooperación, el país seguirá enfrentando presiones 

insostenibles en solitario. Además, se requiere voluntad política para aplicar los acuerdos 

bilaterales ya vigentes, que muchas veces permanecen en el papel sin concreción práctica. 

 

4. Cambios legislativos y modernización del marco jurídico 

 

El marco jurídico migratorio dominicano presenta múltiples deficiencias. La Ley 285-04 

requiere ajustes que la alineen con la Constitución y con los estándares internacionales de 

derechos humanos. Reformarla es indispensable para sancionar con mayor eficacia las redes 

de tráfico ilícito y, a la vez, para garantizar derechos a las personas migrantes. Además, se 

propone retirar al Ejército de las detenciones de migrantes y crear una Policía Migratoria 

especializada. Esta medida, lejos de ser un debilitamiento de la seguridad nacional, representa 

una modernización institucional: el Ejército no está diseñado para funciones migratorias, 

mientras que una policía especializada podría hacerlo con mayor transparencia y apego a la 

legalidad. 

 

La lucha contra el tráfico no debe centrarse solo en los operadores materiales. Es fundamental 

identificar y sancionar a los máximos beneficiarios económicos de estas redes. En ese 

sentido, perseguir a las oligarquías haitianas y dominicanas que lucran con la migración 

irregular constituye un paso indispensable. Asimismo, el diseño de vías de migración regular 

representa una estrategia mucho más efectiva que la criminalización masiva de la movilidad 

humana. 

 

5. Migración regular, empleo y formación laboral 

 

Uno de los ejes más importantes del debate es cómo ordenar la migración laboral. El Estado 

debe promover un esquema de migración regular y circular, en coordinación con el sector 

empleador, que atienda las necesidades de mano de obra en sectores como la agricultura, la 

construcción y el trabajo doméstico. No se trata de cerrar las puertas a la migración, sino de 

crear canales legales, transparentes y justos. 



 

Paralelamente, la política migratoria debe abordar la situación de la clase trabajadora 

dominicana. Mejorar salarios, condiciones laborales y acceso a la seguridad social es la única 

vía para incentivar la participación de trabajadores y trabajadoras locales en sectores donde 

predominan las personas migrantes. La capacitación técnica, a través de programas diseñados 

según la demanda del mercado laboral, permitirá también reducir la dependencia de mano de 

obra irregular en el mediano plazo. 

 

La mecanización de sectores como la agricultura es otra alternativa, pero sus resultados solo 

se verán a largo plazo. Por ello, en el corto plazo, la regularización y ordenamiento de la 

migración laboral resulta más realista y urgente. 

 

6. Derecho a la salud y servicios públicos 

 

Uno de los puntos más controvertidos es la restricción del acceso a la salud a personas 

migrantes. La Medida 111, que convierte hospitales en puntos de control migratorio, vulnera 

la Constitución dominicana y tratados internacionales, al limitar un derecho universal. Lejos 

de resolver problemas, esta medida agrava la situación: mujeres embarazadas evitan 

controles prenatales, pacientes interrumpen tratamientos y se generan riesgos de salud 

pública. Además, el gasto en salud por parte de la población haitiana es menor en proporción 

al aporte que hace a la economía dominicana. 

 

En lugar de excluir, se requieren mecanismos modernos de identificación, como registros 

biométricos vinculados a historiales médicos y expedientes educativos. Esto permitiría 

planificar los servicios públicos sin negar derechos fundamentales. 

 

7. Mercados fronterizos y comunidades locales 

 

Los mercados binacionales representan un espacio clave para regular la migración. 

Implementar la figura del habitante fronterizo prevista en la Ley 285-04, mediante carnés 

biométricos, puede ordenar la movilidad de comerciantes sin necesidad de criminalizar su 

actividad. Asimismo, promover inversiones binacionales en “provincias gemelas” como 

Pedernales, Anse-à-Pitres o Dajabón, Ouanaminthe, fortalecería el desarrollo local y 

reduciría la presión migratoria irregular. 

 

Los gobiernos locales tienen un rol estratégico, aunque no deben convertirse en extensiones 

de los órganos de seguridad. Su papel es garantizar gobernanza comunitaria, transparencia y 

participación ciudadana, elementos fundamentales para desmontar las redes de tráfico y 

promover convivencia pacífica. 

 

8. Evaluación y seguimiento de la política migratoria 

 

Una política migratoria carece de sentido si no se acompaña de mecanismos de evaluación. 

Definir indicadores claros, empleo, salud, educación, participación política, vivienda, acceso 

a información, es fundamental para medir impacto. Además, se necesita un equipo de 

 
1 Explicar la medida  



evaluación independiente, con participación de especialistas y actores sociales, que garantice 

transparencia en el proceso. 

 

9. Campañas de sensibilización y narrativas inclusivas 

 

Un error frecuente en el debate migratorio es reducirlo a cifras y amenazas. Es necesario 

construir narrativas que reconozcan los aportes de la población migrante haitiana a la 

economía y la sociedad dominicana, con historias de vida que humanicen el fenómeno y lo 

vinculen a la experiencia de la diáspora dominicana en el exterior. Cambiar el discurso 

público es un paso crucial para desactivar prejuicios y estigmatizaciones. 

 

10. Hacia una política migratoria integral y sostenible 

 

El gran desafío es diseñar un modelo migratorio integral que garantice sostenibilidad, 

seguridad y respeto a los derechos humanos en los próximos 20 años. Ese modelo debe 

alinearse con los tratados internacionales ratificados por la República Dominicana, que 

consagran principios como la no discriminación, el derecho de asilo, la prohibición de 

expulsiones colectivas y la protección de la unidad familiar. 

 

Una política migratoria moderna no puede basarse exclusivamente en el paradigma de 

seguridad nacional. Debe concebir la migración como parte de la planificación del desarrollo, 

integrando control fronterizo, mecanismos de contratación laboral y protección de derechos 

en un mismo sistema. En este sentido, se propone un enfoque holístico que combine 

seguridad, economía y derechos humanos. 

 

En definitiva, la discusión sobre migración en la República Dominicana no puede seguir 

girando únicamente en torno al miedo o la represión. La evidencia muestra que la población 

migrante haitiana contribuye significativamente a la economía y a sectores estratégicos del 

país. En consecuencia, una política migratoria duradera debe basarse en tres pilares: 

regularización ordenada, protección de derechos humanos y cooperación internacional. Solo 

así se podrá balancear la seguridad nacional con las necesidades humanitarias, construyendo 

un marco que no solo controle, sino que también integre, respete y potencie a quienes cruzan 

la frontera en busca de mejores condiciones de vida. 

 

 

Para la Mesa sobre Relaciones Internacionales  

La crisis haitiana, marcada por la violencia generalizada, la fragilidad institucional y la 

vulnerabilidad humanitaria, constituye uno de los desafíos más complejos para la región del 

Caribe y América Latina. República Dominicana, por su posición geográfica, histórica y 

política, tiene un papel central en la búsqueda de estabilidad y desarrollo sostenido en Haití. 

En este contexto, la Mesa de Relaciones Internacionales, en colaboración con el Colectivo 

Migración y Derechos Humanos, ha desarrollado un conjunto de propuestas orientadas a 

fortalecer la diplomacia dominicana, la cooperación internacional y regional, y la eficacia de 

la Misión Multinacional de Apoyo a la Seguridad (MSS). 



El enfoque adoptado reconoce que la estabilidad de Haití no puede depender exclusivamente 

de la acción militar o de asistencia internacional fragmentada. Se requiere una estrategia 

integral que combine diplomacia activa, cooperación logística, fortalecimiento institucional, 

participación de la sociedad civil y promoción de soluciones lideradas por haitianos. Este 

documento busca, por tanto, presentar un análisis argumentativo que articule medidas 

concretas y sostenibles, siempre desde la perspectiva de la ciudadanía comprometida con los 

derechos humanos y la justicia regional. 

1. Diplomacia activa en territorio haitiano 

 

Para fortalecer el respaldo internacional a la MSS, es imprescindible que República 

Dominicana implemente una diplomacia activa en territorio haitiano. Esto implica desplegar 

equipos dinámicos de funcionarios dominicanos en Puerto Príncipe, Cabo Haitiano y en los 

principales puntos fronterizos como Ouanaminthe, Belladere y Anse-a-Pitres. La presencia 

efectiva de estos funcionarios debe evaluarse no solo por su asistencia física, sino por su 

capacidad de relacionarse con actores claves haitianos y producir análisis concretos que 

informen decisiones estratégicas. 

Por su parte, el Ministerio de Relaciones Exteriores (MIREX) debería recibir informes 

mensuales consolidados sobre la situación y propuestas de acción, basados en el trabajo de 

los diplomáticos en terreno. La profesionalización y renovación del cuerpo diplomático es 

esencial: quienes se nieguen a desplazarse a Haití deben ser reemplazados por personas más 

jóvenes, activas y comprometidas, capaces de generar redes de cooperación y confianza. 

En el marco de la Comisión Binacional Dominico-Haitiana, se recomienda convocar 

reuniones ministeriales en República Dominicana para coordinar esfuerzos en seguridad 

pública y consolidar el apoyo regional a la MSS. Estas reuniones deben centrarse en objetivos 

concretos, seguimiento de acciones y generación de compromisos claros de los países 

involucrados. 

2. Compromiso sostenido de países clave 

 

El respaldo de Estados Unidos, China y Rusia es determinante para la estabilidad en Haití, 

pero su compromiso requiere estrategias diferenciadas. Los funcionarios del MIREX deben 

analizar los intereses de estos países en colaboración con los embajadores dominicanos en 

dichas naciones, incluyendo también a Francia, Reino Unido, Canadá, México y Brasil, todos 

actores estratégicos a nivel regional o global. 

Con base en este análisis, se deben diseñar estrategias específicas para cada país, incluyendo 

la organización de seminarios, conferencias y encuentros diplomáticos que promuevan la 

reflexión sobre vías de apoyo a la estabilidad haitiana. República Dominicana puede ofrecer 

apoyo logístico para facilitar visitas del Consejo de Seguridad a Haití, fortaleciendo la 

visibilidad de la misión y generando compromisos concretos de cooperación internacional. 

3. Transformación de la MSS hacia una fuerza híbrida 

 



La MSS debe evolucionar hacia una fuerza híbrida más sostenible y eficaz, capaz de atender 

tanto la seguridad como aspectos civiles fundamentales. Se propone establecer en República 

Dominicana un Centro de Coordinación Regional para la MSS, que sirva como núcleo 

logístico y estratégico de la misión. Además, es necesario extender su mandato para incluir 

tareas civiles como apoyo a procesos electorales, fortalecimiento de la sociedad civil y 

promoción de la policía comunitaria. Esta transformación permitiría que la MSS deje de ser 

exclusivamente una fuerza de intervención y se convierta en un instrumento integral de 

construcción de paz y gobernanza local. 

 

4. Cooperación logística y de seguridad en el Caribe 

 

La cooperación tanto con Haití, como con el resto de los países caribeños y organismos 

multilaterales debe ser reforzada para garantizar eficacia y sostenibilidad. Se requieren 

mecanismos de coordinación que optimicen recursos, compartan información y armonicen 

protocolos de seguridad y logística. La cooperación regional no puede limitarse a 

intervenciones puntuales: debe consolidarse en estructuras permanentes que faciliten la 

respuesta ante crisis, respetando la soberanía de cada país y promoviendo soluciones 

integrales lideradas por la ciudadanía de la región. 

 

 

5. Eficiencia de la ayuda humanitaria 

 

La distribución de ayuda humanitaria en Haití enfrenta desafíos logísticos y de seguridad que 

generan la percepción de que la asistencia no llega a quienes más la necesitan. Sin embargo, 

el problema radica más en los altos costos operativos, como transporte en vehículos blindados 

y helicópteros, que en el desvío de recursos. 

 

Fortalecer el rol de organismos de coordinación como OCHA (Oficina de Coordinación de 

Asuntos Humanitarios de la ONU) y la Dirección de Protección Civil de Haití (DPC) es 

fundamental. Se debe promover una ejecución descentralizada a través de ONGs locales, que 

poseen conocimiento del terreno y legitimidad comunitaria. Esta estrategia asegura que la 

ayuda llegue de manera efectiva a la población más vulnerable, aumentando la transparencia 

y la participación local. 

 

6. Promoción de soluciones lideradas por haitianos 

 

Para que las soluciones sean auténticamente haitianas, es necesario que ciudadanas y 

ciudadanos de Haití ocupen cargos de alto nivel en organismos como CARICOM y CELAC. 

Esto requiere políticas activas de formación y becas que permitan a jóvenes haitianos acceder 

a estudios en universidades dominicanas, fortaleciendo un capital humano capacitado y 

comprometido con la cooperación regional. 

 

La participación efectiva de Haití en espacios de decisión internacional no solo legitima las 

iniciativas de desarrollo, sino que también genera confianza en la región y reduce la 

dependencia de actores externos en la resolución de conflictos internos. 

 

 



7. Precauciones ante el contexto de las bandas 

 

Ante la posibilidad del ingreso, o inclusive, la presencia de bandas haitianas en territorio 

dominicano, es importante desarrollar un conjunto de acciones para el reforzamiento 

fronterizo, sumamente significativo para la seguridad nacional y regional; de ahí la relevancia 

de que el Ministerio de Interior y Policía, puede desarrollar un levantamiento de información 

general de las y los extranjeros, y que en coordinación entre las fuerzas de seguridad 

dominicanas y organismos regionales pueda articularse en una estrategia de prevención, junto 

a la promoción de inteligencia compartida, controles fronterizos más eficientes y programas 

de prevención que incluyan a las comunidades afectadas, se sugiere para el marco de 

implementación. Por igual, la cooperación con actores locales y organizaciones de la 

sociedad civil son claves para generar información veraz y sostenida que permita desarticular 

redes ilícitas. 

 

 

8. Cooperación regional para respuestas hemisféricas 

 

Garantizar una respuesta hemisférica estructurada y duradera requiere iniciativas de 

cooperación regional que incluyan intercambio de información, formación conjunta, 

protocolos comunes y planificación estratégica. La consolidación de estructuras de 

coordinación permanente en el Caribe y América Latina permite que la región no dependa 

exclusivamente de intervenciones externas y pueda ofrecer soluciones sostenibles y 

adaptadas a las realidades locales. 

 

 

9. Participación en la OEA y otras organizaciones hemisféricas 

 

La participación de República Dominicana en la OEA y otros organismos hemisféricos debe 

fortalecerse mediante la especialización de jóvenes dominicanos en temas de seguridad y 

gobernanza. La Escuela Diplomática del MIREX puede ofrecer programas articulados con 

pasantías financiadas en la OEA y organizaciones similares, asegurando que las futuras 

generaciones de diplomáticas y diplomáticos tengan experiencia directa en la promoción de 

la estabilidad regional y la cooperación internacional. 

 

 

10. Estrategia integral para el fortalecimiento institucional en Haití 

 

El fortalecimiento institucional y el desarrollo sostenible en Haití requieren una estrategia 

integral que involucre a múltiples sectores. La Comisión Mixta Binacional debe coordinar 

consultas multisectoriales para diseñar planes de cooperación entre ministerios dominicanos 

y sus contrapartes haitianas, asegurando coherencia y eficiencia en las acciones. 

 

El recurso humano es un componente central. La entrega masiva de becas a jóvenes haitianos 

para estudiar en universidades dominicanas contribuye a la creación de un pool de talentos 

comprometido con la cooperación y la construcción de relaciones duraderas entre ambos 

países. Esta estrategia genera un efecto multiplicador que favorece la estabilidad y la 

colaboración a largo plazo. 



 

11. Asegurar resultados concretos y sostenibles 

 

Los esfuerzos diplomáticos deben traducirse en resultados concretos y medibles. Para ello, 

se requiere exigir más resultados del MIREX, tanto de sus funcionarios en Santo Domingo 

como de quienes se encuentran en representaciones diplomáticas en el exterior. Los 

resultados deben expresarse en objetivos específicos, actividades e indicadores de 

desempeño claros, asignando responsabilidades individuales a cada funcionario. Cada 

diplomático debe tener una hoja de ruta que detalle su contribución a la estabilidad regional, 

asegurando que la acción diplomática sea efectiva, coherente y sostenible en el tiempo. 

 

De manera concreta, es importante pensar que la estabilidad y el desarrollo de Haití son retos 

complejos que demandan respuestas integrales, sostenibles y lideradas por su ciudadanía. 

República Dominicana, como país vecino y actor clave en el Caribe, tiene la responsabilidad 

de fortalecer su diplomacia, articular mecanismos de cooperación regional e internacional, y 

promover soluciones que incluyan y empoderen a haitianas y haitianos. 

 

Una política exterior eficaz no se limita a la intervención militar o a la asistencia puntual. 

Requiere estrategias claras, coordinación multisectorial, seguimiento riguroso y participación 

activa de la sociedad civil. La combinación de diplomacia activa, transformación de la MSS, 

cooperación regional, fortalecimiento institucional y desarrollo humano crea las condiciones 

para que los esfuerzos de República Dominicana y sus aliados se traduzcan en avances 

tangibles y sostenibles. 

 

El enfoque ciudadano y de derechos humanos es indispensable para garantizar que las 

acciones sean legítimas, equitativas y orientadas al bienestar de las poblaciones más 

vulnerables. Solo a través de una estrategia inclusiva, integral y basada en la colaboración se 

podrá avanzar hacia una estabilidad duradera en Haití y en toda la región. 

 

 

Para la Mesa sobre Seguridad Nacional  

 

Seguridad Fronteriza Efectiva: Reconceptualizando la Gestión Simbiótica y Humana entre 

Haití y República Dominicana 

 

La isla de La Española ha sido históricamente un territorio compartido, marcado por 

interdependencias y también por tensiones. República Dominicana y Haití no son solo 

vecinos: son dos naciones que, aunque diferentes en lengua, cultura y trayectorias históricas, 

comparten una frontera extensa y dinámica donde se entrecruzan la vida cotidiana, el 

comercio, la migración y la búsqueda de oportunidades. La frontera no es únicamente una 

línea divisoria, sino un espacio vivo que refleja la relación binacional en su dimensión más 

concreta y palpable. 

 

En los últimos años, la crisis haitiana ha intensificado la percepción de la frontera como un 

lugar de riesgo. El discurso oficial en República Dominicana ha tendido a securitizarla, 

reforzando un modelo de gestión centrado en el despliegue militar y en la vigilancia 



territorial. Sin embargo, este enfoque estrictamente militarizado ha demostrado ser 

insuficiente para atender la complejidad del fenómeno. La frontera no solo debe ser vista 

como un punto de control, sino como un espacio humano que exige soluciones integrales, 

basadas en la cooperación binacional, el desarrollo comunitario y la justicia social. 

 

Reconceptualizar la seguridad fronteriza desde una visión simbiótica y humana implica 

reconocer que los problemas que afectan a un lado repercuten en el otro. La migración 

irregular, el contrabando, la trata de personas o la expansión de redes criminales no pueden 

enfrentarse únicamente con más armas o muros, sino mediante políticas que aborden las 

causas estructurales, promuevan el respeto a los derechos humanos y construyan confianza 

entre las comunidades de ambos países. 

 

Este documento busca argumentar, en unas 2000 palabras, una propuesta de seguridad 

fronteriza binacional que trascienda los esquemas tradicionales y coloque en el centro a las 

personas y comunidades. La apuesta es clara: la seguridad de República Dominicana y Haití 

está entrelazada, y solo mediante una gestión compartida y humana podrá garantizarse un 

futuro de estabilidad para la isla. 

 

1. La frontera como espacio humano y simbiótico 

La primera idea que debe guiar esta reflexión es que la frontera no es una muralla, sino un 

ecosistema. En ella conviven comerciantes que diariamente cruzan para vender o comprar 

productos; familias binacionales que mantienen vínculos afectivos a ambos lados; 

trabajadoras y trabajadores que se desplazan en busca de empleo temporal; estudiantes que 

asisten a escuelas dominicanas; y personas que recurren a hospitales en busca de atención 

médica. 

 

Estos flujos demuestran que la frontera no puede gestionarse solo como un “punto de riesgo”, 

sino como un espacio de convivencia cotidiana. Concebir la frontera de manera simbiótica 

significa aceptar que lo que ocurre en Haití impacta en República Dominicana y viceversa. 

No se trata de un juego de suma cero, donde lo que gana uno lo pierde el otro, sino de un 

sistema de interdependencia donde los beneficios o problemas se comparten. 

 

Desde esta óptica, la seguridad no se reduce a impedir el cruce de personas, sino a garantizar 

que las interacciones sean ordenadas, legales y respetuosas de los derechos. Una gestión 

fronteriza simbiótica requiere, por tanto, mecanismos de cooperación binacional que aborden 

temas como el comercio, la documentación, la salud, la educación y la movilidad laboral. 

 

2. Crítica al enfoque militarizado 

En la última década, República Dominicana ha reforzado progresivamente el carácter militar 

de la seguridad fronteriza. La creación del Cuerpo Especializado en Seguridad Fronteriza 

Terrestre (CESFRONT), junto con la instalación de torres de vigilancia, drones y patrullajes 

constantes, refleja la predominancia de una lógica de control territorial. 

 

Si bien estas medidas han permitido aumentar la vigilancia, presentan varias limitaciones. En 

primer lugar, no abordan las causas estructurales que motivan la migración irregular ni los 

flujos ilícitos. El hambre, la falta de empleo y la inseguridad en Haití empujan a miles de 



personas a intentar cruzar, sin que los muros o patrullas puedan resolver esas motivaciones 

de fondo. 

 

En segundo lugar, la militarización tiende a criminalizar la movilidad humana, colocando 

bajo sospecha a comunidades enteras que históricamente han dependido del tránsito 

fronterizo. Esto genera tensiones sociales y puede desembocar en abusos de derechos 

humanos. 

 

Por último, un enfoque exclusivamente militar es costoso e insostenible. Requiere recursos 

financieros considerables y, sin embargo, no garantiza resultados a largo plazo si no se 

acompaña de políticas civiles, comunitarias y sociales. La seguridad, entendida como 

bienestar humano, no puede alcanzarse con armas, sino con justicia y oportunidades. 

 

3. Seguridad fronteriza como seguridad humana 

Frente a estas limitaciones, se plantea una reconceptualización basada en el paradigma de la 

seguridad humana. Este enfoque coloca en el centro a las personas, entendiendo que la 

verdadera seguridad no es la ausencia de amenazas militares, sino la garantía de condiciones 

dignas de vida: acceso a salud, educación, empleo, justicia y protección frente a abusos. 

 

Aplicado a la frontera RD–Haití, esto implica varias dimensiones: 

• Seguridad económica: facilitar el comercio fronterizo, promover mercados 

binacionales y apoyar a pequeños productores de ambos países. 

• Seguridad alimentaria: establecer corredores de cooperación agrícola que permitan 

reducir el hambre en zonas fronterizas. 

• Seguridad en salud: mejorar la coordinación entre hospitales dominicanos y centros 

haitianos para garantizar atención oportuna y reducir la presión sobre el sistema 

dominicano. 

• Seguridad en justicia: fortalecer la capacidad de los tribunales y las fiscalías en zonas 

fronterizas para combatir delitos como la trata de personas y el contrabando. 

• Seguridad comunitaria: fomentar la policía de proximidad en ambos lados, con 

énfasis en la mediación de conflictos y la confianza ciudadana. 

 

Esta visión integral reconoce que la frontera es tanto un reto como una oportunidad: el reto 

de enfrentar vulnerabilidades y el potencial de convertir la interdependencia en un motor de 

desarrollo. 

 

4. Comunidades pluralistas de seguridad 

Un concepto innovador que surge de este debate es el de las “comunidades pluralistas de 

seguridad”. A diferencia de un modelo tradicional, donde la seguridad depende solo del 

Estado, aquí se entiende como una tarea compartida entre múltiples actores: autoridades 

locales, fuerzas policiales y militares, organizaciones comunitarias, líderes religiosos, 

asociaciones de comerciantes y ciudadanía en general. 

 

La frontera dominico-haitiana requiere la creación de estas comunidades pluralistas, que 

funcionen como espacios de diálogo y coordinación binacional. En ellas, los problemas de 

seguridad se abordan colectivamente, reconociendo que las comunidades locales poseen un 



conocimiento del terreno y una capacidad de mediación que las instituciones centrales 

muchas veces no logran. 

 

Por ejemplo, los conflictos en los mercados binacionales pueden resolverse más fácilmente 

a través de mesas de diálogo comunitario que con patrullajes armados. La prevención del 

contrabando o de la trata de personas también puede fortalecerse mediante la organización 

comunitaria y la denuncia temprana, siempre que exista confianza entre la ciudadanía y las 

autoridades. 

 

5. Justicia restaurativa y convivencia 

Otro eje clave es incorporar enfoques de justicia restaurativa en las comunidades fronterizas. 

En lugar de apostar exclusivamente por la sanción penal, se busca promover mecanismos de 

mediación, reparación del daño y reconciliación comunitaria. 

 

Las poblaciones fronterizas, tanto haitianas como dominicanas, suelen compartir vínculos 

familiares, culturales y económicos. Una política de seguridad que priorice la confrontación 

corre el riesgo de fracturar esas relaciones. En cambio, un enfoque restaurativo puede reforzar 

la cohesión social y reducir la violencia. 

 

Esto no significa impunidad: los delitos graves, como la trata de personas o el narcotráfico, 

deben ser perseguidos con firmeza. Pero en conflictos menores —como disputas comerciales 

o enfrentamientos en mercados— la mediación comunitaria y el arbitraje binacional pueden 

ofrecer soluciones más efectivas y sostenibles. 

 

6. Cooperación policial binacional 

En la práctica, una seguridad fronteriza humana requiere mecanismos de cooperación entre 

las fuerzas policiales de ambos países. Una propuesta concreta es establecer programas de 

colaboración entre CESFRONT en República Dominicana y la Policía Fronteriza Haitiana 

(POLIFRONT). 

 

Estos programas pueden incluir: 

• Intercambio de información en tiempo real sobre actividades criminales. 

• Patrullajes coordinados en zonas críticas. 

• Capacitación conjunta en derechos humanos y mediación comunitaria. 

• Protocolos de actuación binacional frente a delitos transnacionales. 

 

De esta manera, se pasaría de una lógica de desconfianza mutua a una de corresponsabilidad, 

donde ambas instituciones trabajen juntas en beneficio de la población fronteriza. 

 

7. Desarrollo local como garantía de seguridad 

La experiencia internacional muestra que la seguridad sostenible no se construye con más 

muros, sino con más oportunidades. Por eso, la mesa plantea que el desarrollo local debe ser 

visto como la base de la seguridad fronteriza. 

 

Esto implica: 



• Impulsar proyectos agrícolas binacionales que fortalezcan la autosuficiencia 

alimentaria en comunidades fronterizas. 

• Crear parques industriales y zonas francas conjuntas, que generen empleo para 

personas haitianas y dominicanas. 

• Invertir en infraestructura compartida, como carreteras, puentes, mercados y 

hospitales, que beneficien a ambas poblaciones. 

• Fomentar programas de becas y formación técnica para jóvenes fronterizos, evitando 

que la falta de oportunidades los empuje hacia economías ilícitas. 

 

A modo de conclusión, se destaca que la seguridad, en este sentido, no puede desligarse del 

desarrollo. Una comunidad con empleo, acceso a educación y servicios básicos tiene menos 

incentivos para recurrir a prácticas ilegales y más disposición para construir convivencia. 

 

La frontera entre Haití y República Dominicana es mucho más que un límite político: es un 

espacio humano de interacciones permanentes. La seguridad fronteriza, por tanto, no puede 

seguir pensándose en clave de militarización o contención, sino que debe reconceptualizarse 

como seguridad humana, basada en justicia, derechos, desarrollo y cooperación binacional. 

 

La propuesta que aquí se expone busca abrir camino hacia un modelo simbiótico, donde 

ambos países reconozcan su interdependencia y trabajen juntos para transformar la frontera 

en un espacio de convivencia, oportunidades y paz. 

 

El desafío es grande, pero la alternativa es clara: o se avanza hacia una gestión binacional de 

la seguridad fronteriza, con rostro humano y comunitario, o se seguirá atrapado en un círculo 

de desconfianza, violencia y precariedad. 

 

La apuesta es por lo primero: construir una frontera que no divida, sino que conecte; que no 

enfrente, sino que acerque; que no expulse, sino que proteja. 

 

  



Conclusiones  
 

Como Colectivo Migración y Derechos Humanos afirmamos con claridad que el Estado 

dominicano tiene el derecho soberano y absoluto de salvaguardar sus fronteras y de definir 

sus políticas migratorias. Ese derecho, consagrado en la Constitución e interpretado a la luz 

de los acuerdos y convenios internacionales de los que la República Dominicana es parte, se 

ejerce con estricto apego a los derechos humanos, al debido proceso y a la dignidad de todas 

las personas. Sobre esa base, y a partir del conjunto de documentos y debates, presentamos 

conclusiones que integran seguridad, desarrollo y gobernanza democrática para una respuesta 

de Estado, moderna y sostenible. 

 

Primero, la securitización aislada de la frontera ha demostrado ser insuficiente. Ha permitido 

respuestas rápidas ante crisis, pero también ha relegado a actores civiles, debilitado la 

prevención y producido zonas de opacidad que erosionan legitimidad. La frontera no es solo 

un límite a controlar, sino un ecosistema humano y productivo donde conviven dinámicas 

comerciales, laborales, sociales y de movilidad. Por ello, la seguridad eficaz es inseparable 

del desarrollo local, de la justicia de proximidad y de la cooperación binacional. Defender la 

soberanía exige capacidades estatales sólidas, controles modernos y rendición de cuentas, 

pero también políticas que reduzcan incentivos a la irregularidad y fortalezcan el tejido 

institucional en los dos lados de la isla. 

 

Segundo, el país debe ejercer un liderazgo diplomático activo y estratégico. Apoyar la Misión 

Multinacional de Apoyo a la Seguridad (MSS), promover una visita del Consejo de Seguridad 

y anclar la coordinación en el MIREX, incluso con un Centro de Coordinación Regional, son 

medidas coherentes con el interés nacional. Ese liderazgo se amplía mediante la articulación 

con CARICOM/IMPACS, AEC, RSS y SICA, aprovechando herramientas como Maritime 

Single Window para trazabilidad de flujos y RIBIN/IBIS para trazabilidad balística. Cerrar 

la frontera no es factible ni deseable; sí lo es elevar el umbral de riesgo para ilícitos a través 

de inteligencia compartida, interoperabilidad tecnológica, controles con debido proceso y 

cooperación judicial efectiva. 

 

Tercero, la amenaza actual no es una hipótesis bélica clásica, sino la metamorfosis de bandas 

criminales con control territorial y capacidad de captura institucional en Haití. Contener su 

expansión y prevenir derrames requiere arquitectura multilateral y cooperación operativa con 

las instituciones haitianas que hoy existen (PNH/POLIFRONT, ministerios de Justicia e 

Interior, DIE, Consejo Presidencial de Transición), sin sustituirlas ni anular su agencia. Desde 

la perspectiva dominicana, ello implica protocolos de intercambio de información, 

entrenamiento conjunto y operaciones coordinadas que respeten estándares de derechos 

humanos y aporten previsibilidad. Soberanía y cooperación no son opuestos; se refuerzan 

mutuamente cuando existen reglas claras, responsabilidades definidas y mecanismos de 

verificación. 

 

Cuarto, la seguridad debe enfocarse en las personas. Proponemos complementar el 

CESFRONT, orientado al control, con un Cuerpo Policial de Seguridad Judicial Fronteriza, 

civil, especializado en prevención, protección y servicio, adscrito a Interior y Policía y 

articulado con el Ministerio Público y la Defensoría. Su práctica debe basarse en 



policiamiento procedimental (trato digno, imparcialidad, integridad y voz), orientado a 

problemas y prevención situacional. Ello, sumado a la expansión de Casas Comunitarias de 

Justicia, fijas y móviles, en la franja fronteriza, acerca el Estado a comunidades, reduce 

conflictividad, descongestiona tribunales y fortalece legitimidad. La defensa de la soberanía 

se potencia cuando la ciudadanía percibe al Estado como garante de derechos y de orden 

justo. 

 

Quinto, la política migratoria de Estado es condición de gobernabilidad. Debe ser integral, 

sostenible y basada en evidencia, con sistemas de información interoperables, estudios 

prospectivos y evaluación pública de resultados. Mecanismos periódicos, transparentes y 

viables de regularización en sectores donde el aporte migrante es estructural, agro, 

construcción, cuidados, reducen la economía sumergida, protegen derechos laborales, 

mejoran recaudación y ordenan los flujos. A la par, controles fronterizos modernizados y 

personal capacitado en atención intercultural y derechos humanos elevan eficacia sin 

sacrificar dignidad. Seguridad con reglas es más efectiva que seguridad con sombras. 

 

Sexto, migración y desarrollo van de la mano. Integrar la política migratoria a planes 

económicos, sociales y territoriales permite aprovechar talento, cerrar brechas de mano de 

obra, dinamizar economías locales y reducir incentivos a la movilidad forzada. Becas y 

formación técnica para juventudes haitianas, clústeres binacionales (zonas francas, 

agroempresas, energías sostenibles, manejo de bosques secos), cadenas de valor con 

comercio justo y servicios de salud y justicia de proximidad en frontera crean alternativas 

reales al cruce irregular y favorecen la circularidad ordenada. No se trata de externalizar 

responsabilidades, sino de generar beneficios recíprocos que estabilicen el territorio común. 

 

Séptimo, la participación social es el ancla de la sostenibilidad. Sin comunidades migrantes 

y de acogida en la mesa, la política se desalineará de la realidad y perderá legitimidad. Se 

requieren mecanismos permanentes de consulta, co-diseño, monitoreo y evaluación, con 

sociedad civil, sector privado, gobiernos locales, academia, organismos internacionales y 

diáspora. Además, una estrategia de comunicación pública que informe con datos, enfrente 

discursos de odio y reduzca la desinformación es parte esencial de la política, no un accesorio. 

 

Octavo, rendir cuentas fortalece la soberanía. Un plan de acción con metas, indicadores, 

presupuesto y responsables; una gobernanza interinstitucional activa (Consejo Nacional de 

Migración y mesas técnicas); y auditorías y reportes periódicos, públicos y comparables, 

permiten convertir principios en resultados y blindar la política frente a ciclos de coyuntura.  

El costo de no actuar es alto: más informalidad, más explotación, más tensiones sociales y 

peores condiciones de negociación internacional. Actuar ahora, con una hoja de ruta integral, 

protege la estabilidad, mejora la posición del país y acelera el cumplimiento de los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible. 

 

En síntesis, defender la soberanía y los intereses nacionales exige una política migratoria de 

Estado que ordene la frontera, desmotive la irregularidad, fortalezca instituciones y coloque 

a las personas en el centro. Esa política es plenamente compatible con nuestros compromisos 

constitucionales e internacionales y, de hecho, es la forma más consistente de hacer valer la 

autoridad del Estado con legitimidad social y respaldo regional.  

 



La frontera dominico-haitiana puede y debe pasar de ser un perímetro de contención a un 

espacio seguro, habitable y productivo, donde la seguridad con derechos sea el lenguaje 

común de una isla que, compartiendo desafíos, puede también compartir soluciones.  



Recomendaciones 
 

• Política de Estado o inercia costosa. 

Seguir administrando la migración con enfoques coyunturales y reactivos reproduce la 

fragmentación institucional, encarece la gestión pública y debilita la gobernabilidad 

democrática. Una política migratoria de Estado, con horizonte de largo plazo y reglas claras, 

no es un ideal retórico: es la única vía para alinear seguridad, desarrollo y derechos, reducir 

costos de improvisación y prevenir conflictos sociales. 

 

• Derechos humanos como herramienta de gobernanza, no como obstáculo. 

Garantizar acceso a salud, educación, identidad legal, justicia y protección a todas las 

personas migrantes no solo cumple con la Constitución y tratados suscritos; disminuye la 

conflictividad, acota la informalidad y eleva la cohesión social. La evidencia comparada 

muestra que donde hay servicios y debido proceso, hay menos incentivos para la explotación 

laboral y la criminalización, y mayores para la convivencia y el aporte productivo. 

 

• Planificación basada en evidencia: lo que no se mide, se improvisa. 

La ausencia de datos interoperables impide dimensionar flujos, perfilar necesidades de 

regularización y anticipar impactos laborales y territoriales. Fortalecer sistemas de 

información y activar estudios prospectivos periódicos permite calibrar cupos, sectores y 

territorios, orientar presupuestos y rendir cuentas. Sin ese soporte técnico, cualquier política 

será vulnerable a presiones coyunturales y desinformación. 

 

• Corresponsabilidad internacional: ninguna nación puede sola. 

Las causas que impulsan la movilidad (crisis humanitaria, climática, económica) exceden las 

fronteras. Por eso, acuerdos de corresponsabilidad con países de origen, tránsito y destino, y 

la participación activa en SICA, OIM y ONU, son condición para canales regulares de 

movilidad, protección en emergencias y abordaje de causas estructurales. Pensar “solo en 

clave doméstica” traslada costos al país y no resuelve el problema. 

 

• Institucionalidad robusta: coordinar mejor es más barato que controlar más. 

Una entidad rectora con liderazgo político y capacidades operativas evita superposiciones y 

vacíos, y ahorra recursos frente a ciclos de operativos que se repiten sin efecto sostenible. La 

formación especializada (derechos humanos, interculturalidad, gestión humanitaria) para 

salud, educación, migración, justicia y seguridad mejora desempeño, reduce errores y 

fortalece la legitimidad del Estado. 

 

• Gestión ordenada y regularización transparente: seguridad con reglas, no con 

sombras. 

Programas periódicos y verificables de regularización en sectores clave (agricultura, 

construcción, cuidados) disminuyen la economía sumergida, protegen derechos laborales y 

mejoran la recaudación. Al mismo tiempo, controles fronterizos modernizados, con 

tecnología y debido proceso, elevan la eficacia sin sacrificar la dignidad humana. La 

combinación de reglas claras y procedimientos confiables produce seguridad real, no solo 

percepción. 

 



• Migración y desarrollo: integrar suma; excluir resta. 

Vincular la política migratoria con los planes de desarrollo económico, social y territorial 

permite aprovechar talento, cubrir déficits de mano de obra y dinamizar economías locales. 

Reconocer y visibilizar el aporte de comunidades migrantes no es concesión simbólica: 

facilita su integración, reduce tensiones y genera dividendos económicos y sociales medibles. 

 

• Participación social: sin las comunidades, la política no se sostiene. 

Las políticas diseñadas sin personas migrantes y comunidades de acogida fracasan en 

implementación. Mecanismos permanentes de consulta, co-diseño y monitoreo con sociedad 

civil, sector privado, gobiernos locales y organismos internacionales otorgan legitimidad, 

detectan problemas a tiempo y permiten ajustes finos. La participación no es un trámite: es 

el ancla de la sostenibilidad. 

 

• Implementación con métricas: promesas verificables, no declaraciones generales. 

Un plan de acción con metas, indicadores, presupuesto y responsables, más una rendición de 

cuentas pública y periódica, convierte principios en resultados. La comunicación pública 

estratégica es parte de la política: combate desinformación y discursos de odio, y alinea 

expectativas con hechos y datos. 

 

• Costos de no actuar: riesgos mayores y oportunidades perdidas. 

El inmovilismo alimenta xenofobia, informalidad, trata y explotación, deteriora la imagen 

internacional del país y degrada la relación con actores regionales clave. También eleva el 

costo fiscal futuro: reparar daños sociales e institucionales es más caro que prevenir. Actuar 

ahora con una hoja de ruta integral protege la estabilidad nacional, refuerza la gobernabilidad 

democrática y acelera el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

 

Una política migratoria de Estado, basada en derechos, evidencia, corresponsabilidad y 

participación, no compite con la seguridad: la produce. Ordena los flujos, reduce la 

informalidad, fortalece instituciones y convierte la movilidad humana en motor de desarrollo 

y cohesión. Esa es la dirección estratégica que, desde el Diálogo Nacional, puede y debe 

asumir el país. 
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